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efectiva de la recurrente, tanto por su faHarle congruencia como por
carecer de fundamentación jurídica.

Ha de excluirse de nuestro examen, por ser materia de legalidad
mdinnria cuyo conocimiento corresponde en exclusiva a los órganos
judiciales del orden social, tanto el tema de si la Sentencia in roce debe
incluir una eXl?resa declaración de- hechos probados, como el de la
posible contradIcción entre el dictamen médico, que apreció una pérdida
de capacidad del 55 por 100 y la resolución judicial que lo calificó de
menor del 50 por 100. Sólo hemos de examinar si efcctivamete ha
existido una discrepancia entre lo realmente pretendido y debatido por
lr¡s partes en el proceso y lo decidido por el Juez. y si adema,; esa
resaludón está debidamente fundamentada tanto en sus clementos
fácticos como de Derecho.

El art. 145 de la Ley General de la Seguridad Social establece la
posibilidad de revisión tanto de las declaraciones de invalidez perma­
nente como de las relativas a los distintos grados de incapacidad en los
casos de asravación o mejoria de la situación patológica determinante
de la contmgencia, o en caso de error de diagnóstico de la misma. Se
trat~ de un supuesto excepcional de modificación o incluso supresión de
derechos consolidados a prestaciones de Seguridad Social que tiene su
origen, en 10 que áquí interesa, en una sellsil?le )' permanente modifica­
ción del facturn de la situación patológica_ que, en unos casos, da derecho
al beneficiario a obtener una mejora de la correspondiente prestación, y,
en otros, a la entidad gestora a reducir o incluso suprimir la prest.:lción
inicialmente concedida. En este Último supuesto se trata de la reducción
o supresión de un derecho firme y consolidado a una prestación de
Seguridad Social, Que cumple una exigencia constitucional (art. 41 c.E.)
y del que nadie puede ser privado sino en los casos y en las formas
previstos por la Ley (art. 33.3 C.E.). Las entidades gestoras tenían
concedido el privilegio de la facultad de revisar de oficio y por sí mismas
sus actos declarativos- de derechos en perjuicio de sus beneficiarios
(privilegio que ha suprimido el arto 144.1 de la Ley de Procedimiento
Laboral de 1990), obhgando al beneficiario a impugnar esa revisión ante
el Juez de lo Social correspondiente,.siendo esa impugnación judicial el
instrumento imprescindible para garantizar que esa privación de dere­

. chos, por cambio sobrevenido de las circunstancias, se produzca sin los
debidos fundamentos y razones. _

En función de ello, ·dcbeexaminarse si la Sentencia ha razonado
suficientemente sobre si se ha producido efectivamente. una favorable
evolución de las dolencias Que pudiera justificar la privación del derecho
a la pensión que la recurrente venía disfrutanqo.

2. En un proceso sobre revisión de una incapacidad ya antes
declarada resulta necesario que la Sentencia determine cuáles eran _los
padecimientos iniciales y cuáles los actuales, pues según reiterada
Jurisprudencia de los Tribunales laborales, la comparación entre unos y
Qtros es sólo la que "permite de:terminar si la pretendida mejora o
agnlVación se ha producido y, en su caso, en qué grado (SSTS 29 de
octubre de 1981 y 13 de octubre-de 1981). Tal no ha ocurrido en el
presente caso, pues la· Sentencia no ha realizado ese exigible examen
comparativo entre la situación patológica anterior y la actual, para
constatar si se ha producido una mejoría, comprobable que constituye la
base fáctica necesaria para hacer posible la revisión de la incapacidad.

El órgano judicial se ha limitado a reproducir en la Sentencia el
dictamen médiCO del facultativo de la propia entidad gestora -salvo en
lo que se refiere al menoscabo de la capacidad laboral, que dicho
facultativo apreciaba en un 55 por IDO- ha declarado que el menoscabo
para la l'apacidad laboral no alcanza el 50 por 100 y, en función de ello,
ha resuelto que «de conformidad con lo dispuesto en el arto 135 de la Ley
General de la Seguridad Social es procedente desestimar la demanda».
Este razonamiento demuestra la desviación Que se ha producido entre
lo debatido, la ex.istencia o no de mejora en la situación de salud a
efectos del arto 145 de la Ley General de la Se~uridad Social, y lo
resucito, la calificación ex noro del grado de invahdez en relación con
una situación actual de salud, sin que se indique que esa situación actual
suponga una mejora en "relación con la situación patológica precedente.

La propia entidad gestora implicitamente lo reconoce en su escrito
de alegaciones, cuando afirma que el Magistrado ha considerado ((que
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las lesiones que el actor padece no son constitutivas de in'/J.lidrz
permanente en grado alguno». Sin embargo, el objeto del proceso no era.
como parecen haber entendido la entidad ~estora y el prepic rvL:¡gis­
trado, la revisión de oficio de una calificaCIón jurídica cventuJ.lrn~ntc

errónea en [('lación a una situación fáctica no alterad~, lo que legalmente
no le resultaba posible a la entidad gestora, sino una reVIsión de oficio
de una declaración firme de incapacidad anterior Que só!o puede ser
alterada si se constata efectivamente una sensible mejoría de la situación
patológica originaria sobre la que se basó la declaración micial y firme
de incapacidad que se trata de revisar. El necesario presupuesto fáctico
para poder realizar esa revisión es la melara del alcance de las dolencias,
y la \..'orrespondiente reducción de SlIS etectos invalidant~'5. Correspond;;
al órgano judicial, por consiguiente, declarar probado el factum del
alcance de esa mejora y de sus efectos invalidantes para deducir de la
misma la legitimidad de la revisión realizada por la entidad gestora. De
modo que ante la faIta de fundamento fáctico y jurídico para la decisión
de la entidad gestora, y dada además la relevancia en el círculo
constitucional del derecho a la prestación de invalidez, el órgano judicial
no puede tratar de justificar la supresión del dercho consolidado,
basándose en una cuestión sustancialmente distinta, desviándose así del
objeto de la litis, el acierto de una calificación jurídica ex 1101'0 de una
situación patológica Que no se ha demostrado que haya mejorado. El
Magistrado de Tr3b«io ha basado su decisión exclusivamente en aquella
calificJción juridica sin razonar para nada si ha habido cambio y mejora
de la situaCIón patológica inicial, ni explicar en Qué haya consistido la
exigible mejoría, presupuesto necesario para legitimar esa revisión
administr¿¡tiva de oficio que ha confirmado sin dar respu~sta razonada
y congruente a la impugnación formulada por la demandada.

Por consiguiente, el ór~ano judicial no ha cumplido su función de
garantia frente a la pérdida injustificada del derecho obtenido a la
prestación por invalidez, al haber denegado la impugnación de la
resolución administrativa, con argumentos que nada tenian que ver con
el objeto dc debate, la existencia o no de una mejora en la patología de
la recurrente Que permitiera justificar la_revisión de oficio realizada. La
Sentencia de la Magistratura de Trabajo impugnada en este proceso ha
desconocido por ello el derecho a la tutela judicial efectiva de la
recurrente, al incurrir en incongruencia con relevancia constitucional, al
no responder, con la adecuada motivación fáctica y jurídica, a .la
pretensión formulada por la recurrente, ba~ad",_en la inexistencia de una
mejora de su situación patológica, a los efectos del arto 145 de la Ley
General de la Seguridad Social.

FAllO

En atención a todo lo· expuesto. el Tribunal ConStitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Fuensanta Montes Ramírez.
y en· consecuencia:

1.0 Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva de la recu­
rrente.

2.° Anular la Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 7 de
Valencia de 3 de julio de 1988, dictada en el expediente 1.138/88, de
dicha Magistratura.

_3.° Devolver las actuaciones al Juzgado de lo Social correspon­
diente de Valencia para que dicte nueva Sentencia suficientemente
fundada y congruente con la pretens.ión formulada por la actora.

Publiquese esta Sentencia en el (Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid, a veintiocho de enero de mil novecientos noventa

y uno.-Fnincisco Rubio Llorente.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodriguez
Bereijo.-José Gabaldón López.-Firmados y rubricados.

La S'ala Se~unda del Trjbunal Constitucional, compuesta por don
Francisco RublO Llorente, Presidente, don Miguel Jtodríguez~Piñero y
Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro
Rodriguez Bercijo y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronuo·
ciado
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5256 Sala Segunda. Sentencia /6/1991, de 28 de enero. Recurso

de amparo 1.42//1988. Interpuesto por Comisiones Obre­
ras contra Auto de la JJagistraft/ra de Trabajo nlÍm. 2 de
Ciudad Real, dictado en aclaración de Sentencia relatiro a
elecciones de representantes sindicales. Vulneración del
derecho a fa tIItela judicial efectim por' alterar sllstanc:i(l/­
mente d Auto de aclaración lo decidido en la Sentencia.

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En t'1 r~curso de amparo numo 1.421/1988, interpuesto por la Unión

Provincial d\.' ceoa de Ciudad Rcal, represe'ntada por la Procuradora
de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega, y asistida de la Abogada
doña María de la Concepción Arroyo Pérez. contra el Auto de la
Magistratura de Trabajo numo 2 de Ciudad Real, de ! 5 de abril de 1988,
dictado en aclaración de Sentencia relatiya a elección de representantes
sindicales. Han, sido partes el lnslituto Nacional de la Salud, represen­
tado por la Procuradora doña María Teresa Margal!o Rivera y asistido
del Abogado don Jose Luis Merino Garcia-Ciai'io, así como el MinistCTio
Fiscal. Fue Ponente e1l\lagistrado don Alvaro Rodríguez Bcreijo, quien
expresa el parecer de la Sala.
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en el uso legítimo de sus funciones sindicales al haber reducido el
número de rrpresentantes.

Solicita la nulidad de los dos AUlas impugnados y la suspensión de
sus l'fcclos, ya que los perjuicios ocasionados a los representantes serían
difícilmente reparables.

4. M~diunt(' providenria de 12 de agosto de 1988. la Sección de
vacaciones del Trihunal Constitucional acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar a la Magistratura de Trabajo núm. 2 de
Ciudad Real certificación o copia adverada de las actuaciones, así como
qUl' practicase los emplazamientos que fueran procedentes.

En providcncl<i. de igual fecha, la referida Sección acordó formar la
piaascpar:;;,,-;:.1 de suspensión, otorgando a las p:utes plazo común de
tres d¡as para 1~)llllular alegaCIones. La Sala de Vacaciones. por Auto de
25 de agosto de 1988, acordó suspender los Autos de la citada
Magistr~lLlrade Trabajo. de 15 de abril y 6 de julio de 1988. impugnados
en este proceso.

Por provi,kncia de 24 de octubre de 1988. la Sección Primera tuvo
por comparecido en el proceso al Instituto Nacional de la Salud, quien ­
lo había solicitado en escrito de 11 de octubre. Asimismo, acordó dar
vista de las actu¡¡óones a las partes personadas y al Ministerio fiscal, al
obj¡:to de qu~ formulara~ la~ alegaciones que estimasen oportunas.

5. En su escrito de alegaciones presentado el 24.de noviembre de
1988. la Procuradora dofla Isabel Cañedo Vega. en representación de la
entidad recurrente en amparo, se ratificó en las formuladas en la
demanda.

El Instituto Nacional de la Salud, por medio de su representación,
presentó alegaciones cl24 de noviembre de 1988. Se señala en ellas que,
en cuanto al fondo del asunto. lo que pretende la parte recurrente supone
una clara infracción de lo dispuesto en el arto 1.3 a) del Estatuto de los
Trabujadores. que excluye de su ámbito de aplicación a los funcionarios
y personal ~st;Jtutario. ya que- el personal.sanitariodc la Seguridad social
tiene ese carárter. A ellos les resulta aplicable. en cambio, a efectos de
representación, la Ley 9/1987, de 12 de junio.

En :!IU opinión. no se habría infringido d art. 24 C.E; por habe-r
efectuado b Magistratura de Trabajo. al proceder a la aclaración de la
Sentcncia. una interpretación amplia del art. 91 de la Ley de Proccdi·
miento Laboral, pues lo. importante es que no se infrinjala legalidad que
afecta al fondo de la cuestión y que no se haya variado el faUo; Sin que
se haya causado indcfensrón por el hecho de que la adaración de
Sentencia se haya producido con extelllporancidad. Tampoco podría
aceptarse que sc"hayanvulnerado los ans. 117.3 y 118 C.E., ni e118.1
LOPJ, ak'gación de la parte recurrente que se basa exclusivamente en la
circunstancia de Que el resultado final del proceso ha sido contrario a su
interpretación subjctivade.la Sentencia. Finalmente, en cuanto al art. 28
C.E.• éste se respeta precisamente cumpliendo las normas reguladoras de
la sindicación -de los funcionarios yno aplirnndo a éstos las previstas
DaTa el personal laboral. La- Sentencia no declaró procedentes las
elecciones para todo el personal del INSALt}D. pues ello sería ilegal.
sino para aqu~i que podría participar en unas elecciones derivadas del
estatuto de los Trabajadores. que no comprende al incluido en el ámbito
de aplicación de la Ley 911987, de 12 de junio. Sqlicita. en consecuencia,
la desestimación del recurso.

6. El Fiscal; ante el Tlibunal Constitucional. presentó sus alegacio·
nes el 25 de noviembre de 1988. Pone de relieve el MinisterioPlibtico
que el recurso de aclaración se dedujo claramente de forma extemporá­
nea, rebasando con creces el plazo con('cdido por los arts. 91 y 188
L.P.L. y 167 LOPl Además. en su opinión, el fallo del Auto de
aclaración es radicalmente contrario e incompatible con el expresado en
la Sentencia que se procede a aclarar. Recuerda el Ministerio Fiscal,
respecto al momento de formulación del recurso, que este Tribunal ha
establecido. en relación con el hecho a la tutela judicial efectiva, la
inexcusable predusividad de los plazos procesales. que juega tanto para
las partes como para los propios órgano:!l judiciales.

Asimismo, señala que las resoluciones recurridas tampoco cumplen
las finalidades previstas para el recurso de aclaración en los citados
preceptos legales. Pues si bien los errores manifiestos y aritméticos
pueden ser rectificados en cualquier momento, incluso fuera del plazo
del recurso de aclaración, la Magistratura no aclaró ningún concepto
oscuro, no suplió ninguna omisión. ni "orrigió errores manifiestos o
aritmeticos, sino que modificó deliberadamente y de forma total el
contenido de la Sentencia dictada por ella mismQ el 21 de septiembre de
1987. una resolución que además era firme y ejecutable, al no haber sido
recurrida en suplicación. Tal conducta supone un abuso de la finalidad
del recurso d,;: aclaración por part~ del órgano judicial y conculca el
dClcL'1wa la ejecución de las Sentencias en sus propios términos (SSTC
205/1987 y 92/1988), así como el propio alcance del recurso de
aclaración en e-l contexto del arto 24.1 C.E. (STC 135/1985, fundamento
jurídico 9.").

Respecto a la alegación de vulneracion del art. 28.1 C.E., carece de
relevano:..:ia en caso de que se estimase el anterior motivo de amparo,
pues ello llevaría a la anulacion de los Autus impugnados. El Ministerio
Fiscal explico., sin embargo. que el contenido de dichos Autos sería
contf¡)l'io al art. 28.1 C.E.. porque mediante una int~rpretación forma­
lista y enervante del Reai Decreto 13! 1/1986, de 13 de junio, y de la
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l. Antecedentes

[. El 2 de agosto de 1988 tuvo entrada en el Registro de este
T¡jt'cmai un escrito de doña Isabel Cañedo Vega, Procuradora de los
Tribunales. qui¡:n en nombre y representación de La Unión Provincial
de CC.OO. de Ciudad Real, interpone recurso de amparo contra el Auto
de la Magistratura de Trabajo núm. 2 de Ciudad Real de 15 de abril de
1\)88, dictado en aclaración de Sentencia relativa a t:icrcioncs de
rcpn.'scntantes sindicales. Se invocan los arts. 24.1 y 28.1 de la
Constitución.

"1 La demanda se funda en los siguiente:=¡ antecedentes:

al En noviembn:: de 1986, la recurrente formuló demanda ante
Magistratura de Trabajo. en solicitud de que se reconociese la obligación
del INSALUD y del Ministerio de Sanid~9 de cursar los preavi'ios
realizados por el Sindkato Cc.oa. para la celebración de elecciones
sindicales de representantes de todo el personal, incluido el de carácter
estatutario. junto con otras peticiones conexas.

La Magistratura de Trabajo numo 2 de Ciudad Real dictó Sentencia
estimatoria de 6 de diciembre de 1986. Interpuesto recurso de suplica­
ción por el INSALUD, el Tribunal Central de Trabajo. en Sentencia de
14 de abril de 1987, declaró la nulidad de la Sentencia de Magistratura
por no haber entrado a resolver las excepciones planteadas por la parte
dt:mandada.

b) Mientras se tramitaba el referido recurso de suplicación se
ejecutó, provisionalmente, la Sentencia de Magistratura. de tal forma
que, en marzo de 1987, se celebraron elecciones unitarias a representan­
tes del personal del INSALUD en Ciudad Real.

e) La Magistratura de Trabajo numo 2 dictó nueva Sentencia. de 21
de septiembre de 1987, en la que rechazaba tales excepciones y reiteraba
el fallo estimatorio de su anterior resolución. Esta S~ntencia no fue
recurrida.

d) Mediante escrito presentado el II de marzo de 1988 a la
Magistratura de Trabajo, el INSALUD de Ciudad Real manitestó que,
en aplicación deJo dispuesto en la Ley 9/1987, de 12 de junio
-reguladora, entre otras cuestiones. de los órganos de representación del
personal al servicio de las Administraciones Públicas y que expresa­
mente incluye en su ámbito;al personal estatutario del lNSALUQ-, se
habían celebrado elecciones el 2 de diciembre de 1987 y se habían
constituido las correspondientes Juntas de Personal: que, por tanto. tales

·Juntas eran las únicas con capacidad legal para representar al personal
estatutario dcllNSALUD. Solicitaba, en consecuencia. que la Magistra­
tura dictase -«Sentencia aclaratona» que declarase que los Comités de
Empresa que estuvieren constituidos únicamente representaban al_
personal de régimen laboraL y' que el numero de representantes con
garantias individuales se ajustase al número de trabajadores al. que
realmente representaban,

e) La Magistratura de Trabajo núm. 2 de Ciudad Real dictó Auto,
de 15 de abril de 1988, en el que reconoce. que el plazo para fonnular
el recurso de aclaración estaba sobradamente transcurrido y .que la
aclaración modificaría la situación creada tras la ejecución de la
SC11tencia (fundamentos jurídico:; l.o y 2.°). Sin embargo. declara que es
a partir de que -el Magistrado se de cuenta de una omisión cuando se
debe computar al día hábil al que se reficre el ano 91 L.P.L. (fundamento
jurídico 2.°), y que, como en el momento de dictar la Sentencia de 21
de septiembre de 1987 estaba ya en vigor la Ley 9/1987, que creaba
órganos de representación específicos par<l funcionarios y personal.
estatutario, procedia adarar el fallo en el sentido de especificar que el
mismo hacía referencia exclusivamente a la elección de representantes
del personal ligado allNSALUD mediante contrato de trabajo. y que el
número de representantes sindicales sería el que correspondiera al
número de trabajadores representados.

f) El Sindicato solicitante de amparo interpuso recurso de reposi­
ción en el que se alegaba que el Auto de aclaración vulneraba los arts.
24.-1 y 28 C.E. La Magistratura de Trabajo dictó Auto desestimatorio, de
6 de julio de 1988, en el que admite que se ha modificado el fallo de la
Sentencia aclarada, pero que en una interpretaCión amplia del art. 91
LP.L ello era posible cuando los pronunciamientos del fallo resultaban
contr:trios a la fundamentación de la Sentencia, según jurisprudencia del
T.C.T. v T.S, que cita. El recurso de amparo se dirige contra el Auto de
acbrac¡"ón, as¡' como contra el que dt:sestimó la reposición.

3. La n:currcnte considera que el Auto de aclaración modificó el
tallo de la Sentencia adarada ocho meses después de dktarsc y dejó sin
virtualidad el ~fecto de cosa juzgada, Con lo que se ha conculcado el
derecho a la tutclajudicial efectiva. La otra parte no empleó los recursos
kgales pertinentes (suplicación y revisión). y el Juzgador ha conculcado
ci Jo!'t. 24 C.E. al desconocer lo dispuesto en los alis. 117.3 y liS C.E.
y 18.1 LOPJ. Además, se le ha causado indefensión al pmceder a la
moJificación del fallo por un procedimiento ajeno al de los recursos
p;;rti ¡lentes.

Se habría vulnerado asimismo el art. 18.1 C.E.• al privar a los
Sindicatos participantes en las elecciones de la posibilidad de continuar
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Ley 9/1987, de 12 de junio, se desconocen las elecciones celebradas
conforme a lo dispuesto en previa resolución judicial. En efecto, en base
al primer Decreto, se desconoce el derecho del personal estatutario a
elegir sus representantes, y se reducen después sus órganos de represen·
tación en interpretación de una Ley que sólo estuvo 'vigente a partir de
julio de 1987 (fue publicada el t 7 de junio), cuando las elecciones habían
sido celebradas en el mes de marzo.

En virtud de todo dIo. el Ministerio Fiscal interesa el otorgamiento
del amparo por entender que se ha conculcado el art. :::4.1 C.E. y,
subsidiariamente, el 28. ¡ C.E.

7. Mediante providencia de 17 de noviembre de 1990. se señaló
para deliberación y fallo el díD 28 de enero de 1991.

n. Fundamentos juridicos

l. Se plantea en el presente recurso una supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva, en una de sus manifestaciones, la del
derecho a que se respeten y ejecuten las resoluciones judiciales tirmes en
sus propios términos. Como se ha reiterado en .numerosas· ocasiones,
dicho derecho está efectivamente comprendido en el arto 24.1 c.E.. pues
sin él la tutela judicial se vería reducida a producir decisiones puramente
declarativas que no ampararían los intereses de quienes la imperasen. Y
ciertamente, la ejecución ha de hacerse en los propios términos de la
parte positiva de la resolución a ejecutar, pues lo contrario supondría
igual fraude al derecho a la tutda Judicial efectiva que la no ejecución,
causundo indefensión a la parte que se viera perjudicada por semejante
modificación. Tal hipotética posibilidad de alterar los términos de las
resoluciones a ejecutar ocasionaría una gravisima inseguridad jurídica,
pues supondría acabar l'on la noción misma de firmeza, dejando al albur
de peticiones de las partes o de actuaciones de oficio. improcedentes y
extcmporáneas, el resultado finnl de cualquier procedimiento judicial.

_Por todo ello, la inmodificabilidad de las resoluciones firmes de los
Tribunales constituye un valor jurídico consustancial a una tutela
judicial cfectiva, que no ha de verse como un mero aspecto formal y
accesorio del derecho fundamental garantizado en el arto 24.1 C.E. (STC
119/1988. fundamento jurídico 2.°).

Semejante intangibilidad de las resáluciones firmes de los Tribunales
obliga, en primer lugur, como es lógico, a los órganos judiciales, que son
los constitucionalmente competentes para ejecutar sus propias resolucio­
nes, según establece el art. 117.3 C.E. y se trata de una obligación que
afecta a todas aquellas resoluciones dictadas en la fase de ejccución de
un procedimiento y que modulan, en su caso, las formas en que la
misma se ha de producir. Una de tales resoluciones se produce
necesariamente cuando alguna de las partes solicita en tiempo y forma
una aclaración de los términos de la Sentencia a ejecutar.

Procede, por tanto, dilucidar si en el presente supuesto y tal como
sostiene la entidad sindical recurrente, la Magistratura de Trabajo núm.
2 de Ciudad Real, al resolver el recurso de aclaración formulado por el
INSALUD, modificó los términos del fallo de la Sentencia aclarada,
incurriendo asi en vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión.

2. Ante todo ha de hacerse constar Que el referido recurso de
aclaración fue planteado manifiestamente fuera de plazo. En efecto,
basta comprobar que la solicitud de aclaración formulada por el
INSALUD, en relación con la Sentencia de 21 de septiembre de 1987,
se hizo el 11 de ri'larzo de 1988 cuando el plazo para ello era de un dia
hábil (L.P.L., 91 y 188), o en todo caso, de dos días hábiles (art. .:!67.3
LOPJ),siempre desde la notificación de la Sentencia. Justifica el
Magistrado de Trabajo el haber dado curso a una solicitud flagrante­
mente extemporánea de una manera que vendria, de aceptarse. U anular
el establecimiento de ese perentorio plazo legal, afirmando que «es en el
momento o tiempo de poner en práctica lo acordado cuando surgen
dificul1ades de entendimiento por imprecisiones en los términos u
omisioncs en las definiciones», para añadir a continuación que «si I¡¡,s
omisiones ya aludidas aparecen a los ojos del Magistrado en un
momento dado, es a partir de entonces cuando debe empezar a contarse
el día a que hace referencia el arto 91 de la L.P.L.», Tal explicación no
puede aceptarse, pues conduciría a una evidente inseguridad jUlídica, ya
que una cosa es que el órgano judicial deba decidir en el curso de la
ejccución sobre las dificultades que ésta pueda plantC'ar, según los
términos estrictos del fallo, y otra muy diferente aceptar QUc· puedan
completarse o aclararse los términos de éste, de oficio o a instancia de
parte. sin limitación de plazo. Por ello. la tramitación de un recurso de
aclaración transcurrido el plazo legal puede ocasionar, si la aclaración
conduce a una modificación de los términos del fallo. una yulneración
del derecho a una tutela judicial dectiva sin indefensión.

Tampoco es dudoso, ya que asi se reconoce por el propio órgano
judicial, que el Auto de aclaración, de 15 de abril de 1988, confirmado
en reposición por el de 6 de julio posterior, ha alterado sustancialmente
lo dccidido por la Sentencia de 21 de septiembre de 1987. invirtiendo,
l'n puridad, el sentido del fallo. Basta constatar que mientras que la
refcrida Senten{'ia declaraba en su parte dispositiva (en congruencia con
el contenido de sus fundamentos de Derecho), que era procedente <da
celebración de elecciones sindicales para designar representantes unita­
rios del personal de todas las categorías profesionales que prestan sus
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servicios en los Centros de trabajo dependientes de la Entidad deman­
dada (Médicos, Ayudantes Técnicos Sanitarios, Auxiliares de clínica.
Matronas, Fisioterapeutas, etc.»), el fallo del Auto aclaratorio esw.blecia
que <da declaración de procedencia de la celebración de elecciones
sindicales para designar representantes uniturios del personal d~ tedas
las categorías profesionales que presten sus servicios en los Centr~lS de
trabajo dependientes del INSALUD en esta provincia, se refería
únicamente al personal que estuviera rcl'lcionado profesionalrr.·':ni~ (;on
el citado Instituto a través de un contrato de -trabajo ord'1:.1rio,
quedando excluidos los que lo estuvieran mediante una rC'ladón é(~

nuturale:ra funcionarial o estatutaria). Como puede fucilmente compre!'!­
derse. cn un procedimiento cuya litis versaba precisamente sobr:? < d
personal estatutario estaba o no comprendido en la convocalOriu de
elecciones a representantes sindicales, la decisión del Auto dc aclaración
suponía decir justo lo contrario de lo declarado en la Sentencia. Ello es
abiertamente reconocido en el Auto desestímatorio del recur~o de
reposición. en el que se admite que «en el Auto aclaratono al1e1".
recurrido se varía sustancialmente el contenido del fallo de la Scntclh'i3
aclarada». aunque el Magistrado estima que los argumentos ofrecido:;
para proceder a semejante rectificación eran válidos y que no hab",l
sido dcsvirtuDdos por la Entidad recurrente en reposición. Así. rcit,;,.;
que «cn una interpretación amplia» del arto 91 L.P.L. «la tacultaJ
conferida al Juzgador por el referido precepto, puede extenderse J.

modificar los pronunciamientos del fallo claramente erróneos per ser
contrarios a la fundamentación de la Sentencia». Sin embargo, y para
terminar con el análisis de la contradicción entre la Sentencia y el, Auto
de aclaración. lo cierto es que, en un examen de la Sentencia aclarada
no se observa contradicción alguna entre su fundamentación y fallo.
pues en el último fundamento de Derecho se justifica de manera expr,::sa
e inequivoca la aplicación de la normativa laboral en materia d~:

representación sindical al personal estatutario. en base a una supuesta
laguna legal respecto a una regulación específica para dicho personal.
Como luego se verá, es este aparente error sobre la normativa aplicabk
al citado personal estatutario el que parece haber llevado al Magistrado
a empicar el recurso de aclaración para enmendarlo.

3. Es evidente, por lo hasta ahora expuesto, que se cumplen las
premisas de una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiYJ,
pues se ha modificado sustancialmente, hasta el punto de invertir el
sentido del fallo, lo resuelto mediante Sentencia firme que ni siquiera
había sido recurrida por la parte que, meses después, solicitó la
ac!Dración de la misma.

Queda, pues, sólo, antes de otorgar el amparo solicitado, hacer U03.
precisión que no resulta ociosa dada la justificación de la rectificación
Ofrecida por el Magistrado de Trabajo. De ella se deduce con toda
evidencia que tal rectificación, que no aclaración o reparación de
omisión, se debió a un cambio de criterio sobre la normativa aplicabk
al cuso enjuiciado. Yeso es ulgo que no solamente está vedado por el
principi.o de inmodificabilidad de las resoluciones firmes, sino que es
directamente vulnerador del derecho a la tutela judicial efectiva. No
cabe en esta sede examinar si tuvo razón el Magistrado en su primera
resolución o bien en la de rectificación; desde una perspectiva constitu­
cional, lo que es claro es que no cabía ya rectificar una Sentencia tirme
y ejecutada. circunstancia ésta Que excluye, por otra parte, la explicación
dada por el órgano judicial de que se trataba de reparar una omistón
detectada en una incidencia de la ejecución. Es necesario insistir, sin
embargo, en que la estimación dd presente recurso no supone avalar la
solución de legalidad ordinaria que queda declarada firme e intangible".
sino tan sólo ratificar que el posible error judicial no puede enmendarse
por vías contrarias a los procedimientos legalmente establecidos.

lo que exige. a su vez. aclarar que ello no supone declarar intangibles
los errores judiciales. Como también se dijo en la antes citada STC
119/1988, fundamento jurídico 3.°. la inmodificabilidad de las rcsolu·
ciones firmes «no es un fin en si mismo, sino un instrumento p.ra
garantiz;:¡r lu cfectividad de la tutela judicial. No integra el derecho a la
tutela judicial el beneficiarse de simples errores materiales o de
evidentes omisiones en -la redacción o transcripción del fallo. que
pueden deducirse, con toda certeza, del propio texto de la Sentenci.a.
Aún. más, en otro caso. y de no darse la posibilidad prevista en ese
incidente de aclaración de Sentencia, tales errores u omisiones habrian
de dar lugar al despliegue de instrumentos jurídicos que protejan el
dcn:cho a la tutela judicial del perjudicado por error, incluso mediante
la po~ibilidad del acceso u este amparo constitucional», Tal afirmación
es ph:namentc aplicable al presente caso, por mucho que aquí no nos
encontremos ante errores nateriales u omisiones sino. a lo que parece. y
en opinión del propio ór~ano judicial, ante un error judicial. ahora bien.
si se produce un error Judicwl en la selección o interpretación d~ ld
IcgalidDd aplicDble, las partes afectadas deberán buscar remedios que n0
supongan una violación del derecho a la tutela judicial efectiva de hts
demás partes y un atentudo al principio de seguridad jurídica. En el caso
concreto de autos, si como consecuencia de la aplicación posterior a la
ejccución de la Sentencia aclarada, de la Ley 9/1987, de 12 de junio, qu':
rcgula los órganos de representación del personal con relación funcien:,·
rial o estatutDria al servicio de las Administraciones Públicas, se il;)
producido una transitoria duplicidad de órganos 'de represcntu,::iú"l
-probablemente ya inexistente en el momento de concluir este pro¡:: ... ;tl
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constitucional-, ello constituye una dificultad 0, problema legal que
lÜl.hria de encontrar solución, si. ella cabe, por vías que no· sean
considerar modificables los términos de una resolución judicial y firme,
ya ejecutada, que ha agotado sus efectos y que en su momento ni
siqUIera fue recurrida.

La estimación del recurso por la vulneración del arto 24.1 C.E. !lace
innecesario examinar la queja formulada por la parte actara en relación
con el derecho a la libertad sindical del arto 28.1 C.E.

FALLO

En atención a todo Jo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPANOLA,

Pleno. Sentencia" 17/1991, de 31 de enero. Recursos de
inconstitucionalidad 830/1985. 847/1985. 850/1985 Y
858/1985 (acumulados). promovidos. respectivamente. por
el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, por la
Junta de -Galicia,por el Gobi6l'no Vasco y por el Parla­
mento de Catalufla. contra determinados preceptos de la
Ley 16/1985. de 25 de junio, reguladora del Patrimonio
Histórico.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente, don
Fernando García-Moo y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Bcnayas, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. don Jesús
Leguma Villa, don Luis Ló'pez Guerra, don José Luis de los Mozos y de
los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don Vicente Gimeno Semlra
y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguicnte
SENTENCIA

En los recursos de inéonstitucionalidad acumulados núms. 830/1985,
847/1985,850/1985 Y 858/1985, promovidos pot el Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña, por la Junta de Galicia, por el Gobierno
Vasco y por el Parlamento catalán, respectivamente, contra determina­
dos preceptos de la Ley 16/1985, de 25 de junio, reguladora del
Patrimonio Histórico, ha comparecido el Gobierno de la Nación,
representado por el Abogado del Estado.

Ha sido Ponente el Magistrado don José Gabaldón López, quien
. expresa el parecer del TribunaL

I. Antecedentes

l. Por escrito que tuvo entrada _en este Tribunal el 20 de septiembre
de 1985, don Ramón María Llevadot Roig y. don Ramón Gorbs
Turbany, actuando en representación y defensa de la Generalidad
de Cataluña, interpusieron .recurso de inconstitucionalidad contra
los arts. 1.3; 2.3; 4; 9 (y por conexión con él contra el arto 18 y la
Disposición transitoria sexta); 12; 13; 26; 28.2; 30, apartados h), i); 32.3;
33; 38; 49.5; 51; 56; 69.2, Y Disposición transitoria segunda de la
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico, sobre la base de
¡as alegaciones que a continuación se resumen.

a) En primer término, y con carácter. general, se entiende que la
citada Ley excediéndose del ámbito material que la Constitución y
específicamente su arto 149,1.28 reserva al Estado, invade competencias
que estatutariamente han sido asumidas por la Comunidad Autónoma
c:.atalana, en especial en el arto 9.5. y 6 del Estatuto, distorsionando así
el orden competencial fijado en la Constitución y en SOl Estatuto de
Autonomía. Aestos eiectos, no es lícito acudir a títulos compctenciales
genéricos como el.fijado en _el art.' -149,1'.10 en el .149.2 de la
Constitución Española para extender la competencia estataLa supuestos
distintos a los fiiados en el título específico de la Constitución relativo
al Patrimonio Histórico (art. 149.1.28) y por lo tanto la compe:tcncia del
2siado en esta materia ha de quedar limitada a !a «defensa del
p-'rimonio cultural, artístico y monument&i español cuntra la exp0r!¡¡­
cion l:a expoliación». Por ello, fuera de esta competencia exclusiva del
Estaua, las Comunidades Autónomas, como es el ca-::o de la c.naluna,
pueden asumir estatutariamente competencias exclusivas en la materia.

b)' Un primer orden de ar$umentos cuestiona la competencia del
Estndo para declarar un bien dc mterés cultural (art, 9), para inventariar
bs bienes muebles del Patrimonio Histórico Español que sin estar
declarados de interés cultural tengan singular relevancia o los bienes
:ntegrantes del Patrimonio (art. 26,1),. así como la inclusión de dicho
Inventario de los bienes integrantes del Patrimonio Documer:tal y
Bibliográfico (art.53) o para la confección de un Censo de los bienes
int~grantes del patrimonio documental y un Catálogo de los bicues

BOE núm. 48. Suplemento

Ha decidido

Otorgar el amparo y, en consecuencia:

1.0 declarar el derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente.

2.° Anular los Autos de la Ma~istratura de Trabajo núm. 2de
Ciudad Real, de 15 de abril y 6dc julio de 1988. dictados en aclaración
de la Sentencia de 21 de septiembre de 1987. núm. 699 bis/1987.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial 'del EstadQ»),

Dada en Madrid, a veintiocho de enero de mil novecientos noventa
y una.-Francisco Rubio Llorcntc.-l\:liguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrcr.-Josc Luis de los Mozos y de los MOlOs,-Alvaro Rodríguez
Bercijo.-José Gabaldón López.-Firmados y rubricados.

integrantes del Patrimonio Bibliográfico (art. 51). Pues bien. tales
declaraciones y la consiguiente inclusión en los Registros, Inventarios o
Catálogos. correspondientes, no competen a la Administración del
Estado, a tenor de'lo dispuesto-en el arto t49.1.2S-de la C.E., así como
en el Estatuto de Autonomía catalán, de modo que tampoco la llevanza
de tales registro públicos, nda regulación reglamcotaria de su organiza­
ción y funcionamiento puede ser de su competencia.

c) Se cuestiona, asimismo, el art, 2.3 de la Ley, en la medida en
que atribuye en exclusiva a la Administración del Estado «la difusión
internacional del conocimiento de los bienes integrantes del Patrimonio
Hisfórico.-.., el intercambio, respecto a los mismos, de información
cultural técnica y científica con los demás Estados y con los Organismos
Internacionales», todo ello al amparo de su competencia exclusiva en
materia de relaciones internacionales (art, 149.3 de la C.E.). A juicio de
la parte recurrente, la actividad realizada en el plano mternacional
referida al patnmonio no puede quedar englobada en el título competen­
cial relativo a las relaciones internacionales, sino que ha de regularse por
el titulo específico relativo al patrimonio histórico, de modo que al
privarse a bs Comunidades Autónomas de la difusión internacional de
su patrimunio se está incidiendo en una competencia exclusiva de éstas.

d) El concepto ~ expoliación, contenido en el arto 4 de la Ley,
excede del significado propio de la palabra, despojar con violencia e
iniquidad, convirriéndose as! el legislador en constituyente, en -cuanto
delimita competencias mediante la determinación del alcance del citado
concepto.

e) En los arts. 9, 32.3, 49 y Disposición transitoria sexta, se prevé
que la declaración de bienes de interres cultural o como constitutivos del
patrimonio documental, sea competencia exclusiva del Estado, que lo
realizará mediante Real Decreto, relegando a las Comunidades Autóno­
mas a la mera tramitación del expediente, Tales disposiciones vulneran
el orden competencia! fijado en la Constitución y en los Estatutos de
Autonomía. El Estado no puede asumir en esta materia otras competen­
cias ejecutivas que no sean las de defensa contra la exportación y la
expoliación, correspondiendo a las Comunidades Autónomas y, en
concreto, a la Generalidad de Cataluña, la declaración de interés cultural
de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español radicados o
existentes en dicha Comunidad Autónoma.

f) La prohibición de enajenar los bienes muebles'que fonnen parte
del Patrimonio Histórico Español y pertenezcan a las Administraclones
publicas, contenida en el art, 28.2, no puede considerarse como una
medida tendente a defender el Patrimonio Histórico contra la expolia­
ción o la exportación, y, 90r ende, la adopción de estas medidas
corresponde a las Comumdades Autónomas. Además, esta norma
impediría la realización de transmisiones entre las citadas Administra·
ciones Públicas y la Iglesia.

g) El establecimiento de una tasa de exportación cuyo importe se
ingresa en el Tesoro Público, contenida en el arto 30, h)e i), contraviene
el' Acuerdo de la Comisión Mixta de Transferencias, aprobado por el
Real Decreto 1.010/1991, de 27 de febrero, en su apartado b). 4, en la
medida en que en este último se prevé que las exportaciones de tales
bienes habrán de tramitarse por los órganos competentes de la Generali·
dad. de modo que sólo a dicha Comunidad Autónoma corresponde el
cobro tic la tasa.

h) La atrib1.lción a la Administración del Estado de los derechos de
preferente udquislción de tales bit:l1es, regulada en los arts. 33, 38 Y 56
de la Ley, contraria a lo establecido en el apartado B) dcl A~uerdo de
la Comisión Mixta de Transferencias, aprobado por el Real Decreto
1.010/1981, de 27 de febrero, en cuya virtud el derecho d~ preferente
adquisición corresponde a la Generalidad de Cataluña y sólo podrá ser
ejercitado por el Estado si aQ,uélla renuncia a su ejercicio al no hacer uso
del mismo en la primera mItad del plazo que a estos efectos reconoce
la !egii:ilación vigente.
- i) La inconstitucionalidad del arto 69.2 se produce al vincular el
disfrute de los beneficios fiscales en él previstos a la inscripción en el
Registro General o en el Inventario General. La Concesión de tales


